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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de agosto de 2023. 

Comparece ante nos, la señora Amarilis González García 

(Sra. González García o parte apelante), quien presenta recurso de 

“Apelación” en el que solicita la revocación de la “Sentencia 

Sumaria” emitida el 25 de abril de 2023,1 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Guaynabo. Mediante dicho 

dictamen, el foro primario declaró Con Lugar la “Moción para que 

se Dicte Sentencia Sumariamente” presentada por la Asociación de 

Residentes Villas Reales, Inc. (ARVR o parte apelada), y condenó a 

la Sra. González García y al señor Juan C. Balcells Gallareta (Sr. 

Balcells Gallareta) al pago de $44,871.05, en concepto de cuotas 

de mantenimiento adeudadas. 

Examinada la solicitud de autos, la totalidad del expediente 

y el estado de derecho aplicable ante nuestra consideración, 

 
1 Notificada en igual fecha. 
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revocamos el dictamen mediante los fundamentos que 

expondremos a continuación. 

I. 

El 29 de marzo de 2021, la ARVR presentó una “Demanda” 

en cobro de dinero contra la Sra. González García y el Sr. Balcells 

Gallareta.  En esencia, alegó que ambos son titulares en común 

pro indiviso del 50% de la propiedad localizada en 381 calle Villa 

Versalles, Urb. Villas Reales.  No obstante, arguyó que, desde el 1 

de septiembre de 2011, éstos han incumplido con su obligación de 

pagar las cuotas de mantenimiento que gravan el inmueble.  Por lo 

anterior, reclamó la cuantía adeudada hasta ese momento 

($32,436.20), más su incremento mensual. 

En respuesta, el 14 de julio de 2021, el Sr. Balcells Gallareta 

presentó su “Contestación a Demanda”, y negó varias de las 

alegaciones contenidas en la reclamación.  Afirmó que, no tiene 

responsabilidad alguna por el pago de las cuotas, ya que la única 

responsable es la Sra. González García. 

Por su parte, el 9 de agosto de 2021, la Sra. González García 

presentó, por derecho propio, su “Contestación a la Demanda”.  

Como defensa afirmativa, sostuvo que la ARVR incumplió con los 

procesos establecidos por la ley de control de acceso.  Además, 

negó responsabilidad por el pago de las cuotas de mantenimiento. 

El 4 de octubre de 2021, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió una “Orden”, y requirió a la Sra. González García proveer 

dirección física, postal, electrónica y número de teléfono, conforme 

la Regla 9.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA AP. V, R. 9.1.  La Sra. 

González García no cumplió con dicha “Orden”. 

Tiempo después, el 12 de febrero de 2023, la ARVR presentó 

una “Moción para que se dicte Sentencia Sumariamente” y, en 

síntesis, argumentó que, tanto la Sra. González García, así como el 

Sr. Balcells Gallareta eran titulares de la propiedad común y, como 
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tal, ambos estaban obligados a contribuir al pago de las cuotas de 

mantenimiento.  Señaló que, la propiedad se adquirió sujeta al 

gravamen de ciertas condiciones restrictivas (incluyendo el pago de 

las cuotas), según constaba en el Registro de la Propiedad. 

Posteriormente, el 6 de marzo de 2023, el Sr. Balcells 

Gallareta presentó una “Moción para que se Deniegue de Plano la 

‘Moción para que se dicte Sentencia Sumariamente’ de la 

Demandante”.  En lo pertinente, indicó que la petición presentada 

por la parte apelada estaba procesalmente viciada, ya que no 

sustentó los hechos incontrovertidos propuestos con prueba 

admisible en juicio.  En específico, apuntó que, como los anejos no 

estaban autenticados con declaraciones juradas, éstos constituían 

prueba de referencia inadmisible. 

Así las cosas, el 12 de marzo de 2023, la Sra. González 

García presentó una “Moción Informativa y Solicitud de Orden”, e 

informó que el Sr. Balcells Gallareta ni la ARVR le han notificado 

sus escritos por alguno de los medios provistos en las Reglas de 

Procedimiento Civil, ya sea por correo regular o electrónico.  Así, 

solicitó se les ordenase a las partes a notificar los escritos 

presentados, más un término de 30 días para responder a éstos, 

incluyendo la petición de sentencia sumaria presentada por la 

ARVR. 

Ese mismo día, entiéndase, el 12 de marzo de 2023, la ARVR 

presentó “Moción en torno a Moción Informativa y Solicitud de 

Orden”, y esgrimió que la solicitud de sentencia sumaria fue 

radicada electrónicamente a través del Sistema Unificado de 

Manejo y Administración de Casos (SUMAC).  Enfatizó el hecho de 

que la Sra. González García es licenciada, y que el 4 de octubre de 

2021 el foro a quo le ordenó a cumplir con la Regla 9.1 de 

Procedimiento Civil, supra, y no lo hizo así.  Asimismo, expuso 

que, en todo caso, la falta de notificación era atribuible a la propia 
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Sra. González García, quien optó por incumplir con las directrices 

administrativas de SUMAC. 

Evaluada la “Moción para que se dicte Sentencia 

Sumariamente” presentada por la ARVR, el 25 de abril de 2023,2 el 

Tribunal de Primera Instancia emitió una “Sentencia Sumaria” 

mediante la cual declaró Con Lugar la petición presentada por la 

parte apelada.  Por ello, condenó a la Sra. González García y al Sr. 

Balcells Gallareta al pago de $44,871.05 por concepto de cuotas de 

mantenimiento adeudadas. Concluyó que, los documentos 

sometidos por la ARVR junto con su solicitud demostraron una 

deuda vencida, líquida y exigible.  Adicionalmente, determinó que 

la Sra. González García nunca se opuso a la solicitud de sentencia 

sumaria, y que la oposición presentada por el Sr. Balcells Gallareta 

carecía de prueba documental para controvertir los hechos 

propuestos por la parte apelada.  Por ende, dictaminó que no 

existían controversias materiales sobre hechos esenciales. 

El 11 de mayo de 2023, la Sra. González García presentó 

“Moción Reiterando Solicitud de Notificación, Reconsideración y 

Orden”, y recalcó que no se le estaban notificando los escritos por 

correo postal o electrónico. Estribó que, desde su primera 

comparecencia, mencionó que se representaba por derecho propio, 

e indicó su dirección postal y correo electrónico. 

El 8 de junio de 2023,3 el foro recurrido emitió “Resolución”, 

y declaró No Ha Lugar la “Moción Reiterando Solicitud de 

Notificación, Reconsideración y Orden” presentada por la parte 

apelante. 

Inconforme, la Sra. González García recurre ante este foro 

apelativo intermedio, y plantea la comisión de los siguientes 

errores, a saber: 

 
2 Notificada ese mismo día. 
3 Notificada el 16 de junio de 2023. 
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Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar No Ha 

Lugar la Moción Solicitando Reconsideración para que 

se ordenara a l aparte demandante-apelada a notificar 

[sic] a la apelante-codemandada la Moción Solicitando 

Sentencia Sumaria presentada por el demandante. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

declarar No Ha Lugar la moción solicitando que se 

ordene notificar la Moción Solicitando Sentencia 

Sumaria lo cual constituye falta de notificación en 

violación a la garantía constitucional del debido proceso 

de ley al amparo de la sección 7 del Art. II de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y 

la enmienda XIV de la Constitución de Estados Unidos. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

declarar No Ha Lugar la solicitud de orden a la parte 

demandante-apelada para que notifique la Moción 

Solicitando Sentencia Sumaria a pesar de que la propia 

parte demandante-apelada aceptó que no había 

notificado y se opuso a notificar el escrito a la apelante-

codemandada. Erró el TPI al emitir Sentencia 

declarando Con Lugar la Moción Solicitando Sentencia 

Sumaria en cuanto a la apelante-codemandada sin 

haberse notificado a la apelada-codemandada. 

 

II. 

-A- 

Una sentencia se considera nula cuando se ha dictado 

sin jurisdicción o en violación al debido proceso de ley.  SLG 

Rivera-Pérez v. SLG Diaz-Doe et al., 207 DPR 636, 657 (2021).  El 

debido proceso de ley, en su vertiente procesal, exige que las partes 

sean notificadas de los escritos que se producen durante el trámite 

judicial.  Bco. Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172, 183 (2015). 

Por consiguiente, una notificación defectuosa, o la ausencia de 

ésta, incide sobre los derechos de las partes, enervando así las 

garantías procesales que estamos llamados a proteger. Bco. 

Popular v. Andino Solís, supra, pág. 184. 

A esos efectos, la Regla 67.1 de Procedimiento Civil 32 LPRA 

Ap. V, R. 67.1, dispone que: 

Se notificará a todas las partes toda orden emitida por 
el tribunal y todo escrito presentado por las partes. La 
notificación se efectuará el mismo día en que se emita la 
orden o se presente el escrito. No será necesario 
notificar a las partes en rebeldía por falta de 
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comparecencia, excepto que las alegaciones en que se 
soliciten remedios nuevos o adicionales contra dichas 
partes se les notificarán en la forma dispuesta en la 
Regla 4.4 o, en su defecto, por la Regla 4.6, para 
diligenciar emplazamientos. 

 
Por su parte, la Regla 67.2 de Procedimiento Civil 32 LPRA 

Ap. V, R. 67.2, reglamenta la forma en cómo debe hacerse la 

notificación, y provee que: 

Siempre que una parte haya comparecido representada 
por abogado o abogada, la notificación será efectuada 
al abogado o abogada, a menos que el tribunal ordene 

que la notificación se efectúe a la parte misma. La 
notificación al abogado o abogada, o a la parte se 
efectuará entregándole copia o remitiéndola por correo, 
fax o medio electrónico a la última dirección que se 
haya consignado en el expediente por la parte que se 
autorrepresenta o a la dirección del abogado o abogada 
que surge del registro del Tribunal Supremo para recibir 
notificaciones, en cumplimiento con la Regla 9. Si la 
dirección se desconoce, se notificará de ello al tribunal 
con copia del escrito de que se trate.  

 
El cumplimiento con las reglas que anteceden es corolario 

del debido proceso de ley, e indispensable para mantener un 

sistema de justicia ordenado.  Rosario Domínguez, et als. v. ELA et 

al., 198 DPR 197, 214 (2017).  El propósito de la notificación es 

promover “que todas las partes del pleito estén plenamente 

enteradas de todo lo que allí acontece y [así] puedan expresarse 

sobre todos los desarrollos en éste”.  Rosario Domínguez, et als. v. 

ELA et al., supra, a la pág. 215. También, le permite a la parte 

contraria “anticipar sus propios pasos con respecto a los próximos 

eventos procesales del caso”. Íd., citando a Lagares v. E.L.A., 144 

DPR 601, 618 (1997).  Finalmente, la notificación permite agilizar 

el trámite judicial. Íd.  Así, pues, uno de los pilares del debido 

proceso de ley es “la notificación adecuada del proceso”.  Moreno 

Lorenzo y otros v. Depto. Fam., 207 DPR 833 (2021). 

-B- 

Las Directrices Administrativas para la Presentación y 

Notificación Electrónica de Documentos mediante el Sistema 

Unificado de Manejo y Administración de Casos (Directrices 
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Administrativas), según enmendadas, rigen lo relativo a la 

presentación, la notificación y la tramitación electrónica de los 

escritos que formen parte de los procesos judiciales. En lo 

pertinente, la Sección VII (3)(b) de las Directrices Administrativas 

regula lo concerniente a la presentación de escritos de manera 

electrónica, y establece que:  

Para presentar mociones o escritos deberá seguirse el 
procedimiento establecido en la Guía del Tribunal 
Electrónico sin necesidad de presentar físicamente en la 

Secretaría documento adicional alguno. Se exceptúan 
de esta norma: 1) aquellos documentos u objetos que, 
por su propia naturaleza, por ley o por orden judicial no 
puedan presentarse electrónicamente en el SUMAC, los 
cuales deberán ser presentados físicamente en la 
Secretaría del Tribunal conforme al procedimiento 
establecido en la Sección XV de estas Directrices 
Administrativas sobre las Exclusiones; 2) aquellos 
documentos que no se puedan presentar 
electrónicamente en el SUMAC debido a problemas 
técnicos del propio sistema, los cuales se tendrán que 
presentar conforme al procedimiento establecido en la 
Sección XIX de estas Directrices Administrativas sobre 
los Problemas Técnicos; y 3) aquellos documentos 
presentados por las partes que se representan por 
derecho propio o por abogados y abogadas admitidos 
por cortesía, los cuales se tendrán que presentar 
conforme al procedimiento establecido en la Sección V 
de estas Directrices Administrativas sobre los Niveles 
de Acceso Autorizado. 

 

Por su parte, la Sección V (2) de las Directrices 

Administrativas provee que: 

Las personas que se representen por derecho propio 
(pro se) y las abogadas admitidas y los abogados 
admitidos por cortesía no podrán presentar documentos 
electrónicamente en el SUMAC, hasta tanto se 
implemente la tecnología necesaria para ello y se tomen 
las medidas administrativas correspondientes. En el 
ínterin, las personas y profesionales del derecho 
admitidos por cortesía podrán presentar documentos 
personalmente en la Secretaría del Tribunal con 
competencia sobre el caso o los depositarán en el buzón 
de presentaciones del Centro Judicial correspondiente. 
Como norma general, será deber de las Secretarías de 
los Centros Judiciales entrar en el SUMAC, en el mismo 
día laborable, todo documento presentado físicamente 
por una parte que se representa por derecho propio. 
Esta directriz no aplicará a los abogados y a las 
abogadas que se representen por derecho propio, 
quienes podrán utilizar su usuario y contraseña para 
acceder al SUMAC, mediante el Tribunal Electrónico. 
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Respecto a las notificaciones electrónica de escritos, la 

Sección IX de las Directrices Administrativas disponen que: 

Si una de las partes en el proceso judicial comparece 
por derecho propio, será deber del abogado o de la 
abogada presentante notificar todo escrito que presente 
en el SUMAC a la dirección que haya consignado la 
parte en el expediente para fines de notificación. Esta 
notificación deberá realizarse en la fecha de la 
presentación electrónica. Así lo hará constar y lo 
certificará en el escrito que presente en el SUMAC. 

 
Precisamente, por esta razón la Sección VII (4)(a) de las 

Directrices Administrativas estipula lo siguiente: 

El formulario de emplazamiento que genera el SUMAC 
para el emplazamiento personal no deberá considerarse 
una limitación para el uso de otros mecanismos de 
emplazamiento conforme a las Reglas de Procedimiento 
Civil. No obstante, de utilizar otros mecanismos de 
emplazamiento de conformidad a las Reglas de 
Procedimiento Civil, será responsabilidad del abogado o 
de la abogada de la parte demandante advertir a la 
parte demandada que el caso se ha presentado en el 
SUMAC y que esta última deberá comparecer al 
Tribunal para presentar su primera alegación 
responsiva o primera moción en el caso a través del 
SUMAC, salvo que se represente por derecho propio, en 
cuyo caso deberá presentar su alegación responsiva en 
la Secretaría del Tribunal. 

 

Finalmente, la Sección XXI de las Directrices Administrativas 

mencionan que éstas “no alterarán las normas sustantivas ni el 

ordenamiento jurídico vigente” y que su interpretación será 

“compatible y complementaria con las Reglas de Procedimiento 

Civil”. 

III. 

En el caso de autos, la ARVR presentó una “Demanda” 

contra el Sr. Balcells Gallareta y la Sra. González García.  Según se 

desprende de los escritos presentados por ambas partes, el Sr. 

Balcells Gallareta compareció al pleito mediante representación 

legal.  No obstante, la Sra. González García se representó por 

derecho propio. Así lo hizo constar en su primera 

comparecencia, junto con su dirección postal (P.O. Box 984 
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Guaynabo, Puerto Rico 00970) y su correo electrónico 

(amarilis@ymail.com). 

Sin embargo, la ARVR y el Sr. Balcells Gallareta dejaron 

de notificarle sus escritos a las direcciones provistas en su 

“Contestación a la Demanda”, y se limitaron a notificar por 

SUMAC.  Ante esta situación, el 12 de marzo de 2023, la parte 

apelante presentó una “Moción Informativa y Solicitud de Orden”, e 

informó que no se le estaban notificado los escritos por alguno de 

los medios provistos en las Reglas de Procedimiento Civil, 

incluyendo la solicitud de sentencia sumaria y la oposición del 

Sr. Balcells Gallareta.  Empero, el Tribunal de Primera Instancia 

no se atendió su reclamo, y emitió “Sentencia Sumaria”, y declaró 

Con Lugar la “Moción para que se dicte Sentencia Sumariamente” 

presentada por la ARVR.  

Por esta razón, la Sra. González García alega se le violentó 

su debido proceso de ley, ya que no fue notificada adecuadamente 

de los escritos presentados por las otras partes.  En su escrito, la 

ARVR argumenta que la Sra. González García es una abogada 

admitida a ejercer el ejercicio de la abogacía, por lo que debe 

cumplir con las Directrices Administrativas, aunque comparezca 

por derecho propio.  No le asiste la razón. 

Según el derecho discutido, las Directrices Administrativas 

establecen que las mociones o escritos deberán presentarse 

electrónicamente, salvo que, entre otras excepciones, la parte se 

represente por derecho propio. Además, estas directrices 

disponen que, si una de las partes comparece por derecho 

propio, deberá notificársele todo escrito que se presente en 

SUMAC a la dirección que haya consignado la parte en el 

expediente para fines de notificación. 

Como colorario del debido proceso, la Regla 67.1 de 

Procedimiento Civil, supra,  exige que todas las partes se todo 
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escrito presentado por las partes.  Si no es posible notificarle 

por SUMAC, debido a que la parte se representa por derecho 

propio, entonces debe recurrirse a los métodos dispuestos en 

la Regla 67.2 de Procedimiento Civil, supra, entiéndase, “por 

correo, fax o medio electrónico a la última dirección que se 

haya consignado en el expediente por la parte que se 

autorrepresenta”  (Énfasis nuestro). 

En este caso, y así surge de la certificación de las mociones 

presentadas por estas, la ARVR ni el Sr. Balcells Gallareta le 

notificaron correctamente sus escritos a la Sra. González 

García durante el trámite judicial.  Somos del criterio que, los 

escritos notificados por SUMAC a una parte que se representa 

por derecho propio y no como abogado, no constituye una 

notificación eficiente, según lo exige el debido proceso de ley.  

Por esta razón, las notificaciones resultan defectuosas, enervando 

así las garantías procesales que le asisten a la parte apelante.  En 

consideración a lo anterior, la “Sentencia Sumaria” dictada resulta 

nula, pues se dictó en violación al debido proceso de ley. 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, los que hacemos formar 

parte de este dictamen, revocamos la “Sentencia Sumaria” apelada, 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Guaynabo. 

Por tanto, se ordena la notificación de los escritos presentados por 

las partes a la señora Amarilis González García, por alguno de los 

métodos contemplados en la Regla 67.2 de Procedimiento Civil, 

supra. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


